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En cualquier caso, la mayor parte de los Ayuntamientos que también han emitido pronunciamiento refieren 
o no estar autorizados para tramitar el PIA de los dependientes moderados o haberles sido únicamente 
autorizada la elaboración de la propuesta de los dependientes moderados menores de edad.

1.3.2.1.6 Otros casos particulares
Entre las situaciones particularizadas, nos parece interesante referir un supuesto en el que la Administración 
reconoce la posibilidad de excepcionar la regla general de incompatibilidad entre servicios, para 
atender el interés y necesidad particular de una persona dependiente (queja 15/5702). Particularmente 
entre la Unidad de Estancia Diurna reconocida a un mayor dependiente y el Servicio de Ayuda a Domicilio 
por el tiempo imprescindible que permita que una persona auxiliar le apoye hasta llegar al vehículo que le 
transporta al Centro de Día, al no poder hacerlo por sí mismo.

También es relevante una queja cuya promotora nos expuso que tras serle reconocida a su madre una 
dependencia severa por Resolución de 2011, en noviembre de 2014 se le asignó como recurso el de 
prestación económica para cuidados en el entorno familiar, cuyos efectos se retrotrajeron al 1 de enero 
de 2014. La referida Resolución fue notificada a la compareciente en enero de 2015, momento en el que 
se había producido el fallecimiento de la dependiente el 30 de noviembre del año anterior, es decir, 
días después de que se dictara la Resolución aprobando el PIA.

La cuidadora procedió entonces, por escrito de 30 de enero de 2015, a comunicar a la Administración el 
fallecimiento de su madre, aportando la documentación oportuna que así lo acreditaba, así como la relativa 
a su condición de heredera, solicitando que las sumas devengadas desde el 1 de enero de 2014 hasta la 
fecha del fallecimiento, le fuesen abonadas a ella.

Sin embargo, hasta la Resolución de 9 de junio de 2015, la Administración no acordó la extinción del PIA, ni 
suspendió el pago de la PECEF, momento en el que, en consecuencia, procedió a reclamar a la interesada 
el reintegro de las sumas percibidas indebidamente.

La reclamada opuso la deuda que ella ostentaba a su vez frente a la Administración, considerando que 
lo procedente era compensar su crédito con el reintegro de la cantidad a favor de la Administración, y 
proceder a abonarle la diferencia resultante a favor de la promotora de la queja.

Su planteamiento no fue atendido por la Administración, por lo que acudió a esta Defensoría para aclarar 
el supuesto.

La Delegada Territorial de Sevilla nos respondió finalmente que: “El Departamento de Prestaciones Económicas 
ha comunicado a los Servicios Centrales la rectificación del error, mediante oficio para que procedieran a la 
cancelación del procedimiento de reintegro a fin de abonar la cantidad resultante de la compensación entre los 
atrasos reconocidos y la deuda contraída por extinción por fallecimiento” (queja 15/5637).

1.3.2.2 Personas con discapacidad
1.3.2.2.1 El Sistema Arbitral de Igualdad de Oportunidades y 
no discriminación de las personas con discapacidad
Una cuestión relevante que aborda el Proyecto de Ley de los Derechos y la Atención a las Personas con 
Discapacidad en Andalucía es la de la creación de la Junta arbitral de igualdad de oportunidades, no 
discriminación y accesibilidad universal de Andalucía, como órgano al que le corresponde la gestión 
y administración autonómica del sistema arbitral regulado en el artículo 74 del texto refundido de la Ley 
General de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social y su normativa de desarrollo.

A este respecto cabe señalar que el Defensor del Pueblo andaluz inició la queja 16/2259, promovida de oficio, 
precisamente por la falta de desarrollo e implantación del Sistema Arbitral de la Discapacidad en Andalucía.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/pendiente-de-que-le-permitan-compatibilizar-la-residencia-de-dia-con-la-ayuda-a-domicilio-para-su
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/le-abonan-los-atrasos-por-la-dependencia-y-la-deuda-contraida-por-fallecimiento-de-su-madre
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/queremos-conocer-los-motivos-del-retraso-para-implantar-un-sistema-arbitral-de-la-discapacidad-en
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Al respecto, cabe recordar que el artículo 17 de la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de Igualdad de 
Oportunidades, no Discriminación y Accesibilidad Universal de las Personas con Discapacidad, contempla, 
entre las medidas de defensa a las que se refiere el capítulo III del Texto Legal, el establecimiento de un 
sistema arbitral que, sin formalidades especiales, atienda y resuelva con carácter vinculante y ejecutivo 
para las partes interesadas, las quejas o reclamaciones de las personas con discapacidad en la materia que 
constituye objeto de la Ley. A tales efectos, la disposición final decimotercera de dicha Ley encomienda al 
Gobierno el establecimiento del sistema arbitral en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la Ley.

El Real Decreto 1417/2006, de 1 de diciembre, por el que se establece el sistema arbitral para la resolución 
de quejas y reclamaciones en materia de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad por 
razón de discapacidad vino a dar cumplimiento del citado mandato legal. De acuerdo con lo previsto en 
este Real Decreto, se constituirá una Junta Arbitral Central, así como una Junta Arbitral en cada Comunidad 
Autónoma y en las ciudades de Ceuta y Melilla, cuyo ámbito de actuación territorial coincidirá con el 
correspondiente a aquéllas.

Las funciones que han de desarrollar las Juntas Arbitrales se recogen en el artículo 4 del Real Decreto 
1417/2006 y la composición de las Juntas Arbitrales de las Comunidades Autónomas en el artículo 6 del 
mismo.

Posteriormente el Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, por el que se aprueba el Texto 
Refundido de la Ley General de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social, ha 
mantenido en su artículo 74 el mandato al Gobierno para que establezca un sistema arbitral que, sin 
formalidades especiales, atienda y resuelva con carácter vinculante y ejecutivo para ambas partes, las 
quejas o reclamaciones de las personas con discapacidad en materia de igualdad de oportunidades y no 
discriminación, siempre que no existan indicios racionales de delito, todo ello sin perjuicio de la protección 
administrativa y judicial que en cada caso proceda.

El Real Decreto 1417/2006, de 1 de diciembre estableció un plazo de seis meses para que se constituyera 
la Junta Arbitral Central, si bien por razones competenciales no estableció plazo para la constitución de las 
Juntas Arbitrales de carácter autonómico. No obstante, cabe reseñar que han transcurrido casi 10 años 
desde la aprobación de dicho Real Decreto sin que exista Junta Arbitral de igualdad de oportunidades, 
no discriminación y accesibilidad universal en Andalucía, lo que nos llevó al inicio de la referida queja de 
oficio y a preguntar a la Consejería de Igualdad y Políticas Sociales acerca de los motivos por los que la 
Comunidad Autónoma de Andalucía aún no había desarrollado un Sistema Arbitral de carácter autonómico 
para la resolución de las quejas o reclamaciones de las personas con discapacidad en materia de igualdad 
de oportunidades y no discriminación y si existía en aquel momento alguna iniciativa en este sentido y, en 
tal caso, las previsiones temporales para su puesta en marcha.

En su respuesta, la Dirección General de Personas con Discapacidad de la citada Consejería nos indicó 
que el entonces Anteproyecto de Ley de la Atención y los Derechos de las Personas con Discapacidad en 
Andalucía, que se encontraba en fase de tramitación administrativa, recogía en su artículo 9 la Junta Arbitral 
de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de Andalucía, y pudimos observar 
que la regulación prevista en el anteproyecto de ley se limitaba al establecimiento del órgano, descripción 
del ámbito competencial, adscripción a la Consejería competente en servicios sociales, composición de 
la Junta Arbitral y nombramiento de las personas que han de ocupar los cargos existentes en la misma.

El Proyecto de Ley finalmente aprobado excluye expresamente del conocimiento de la Junta Arbitral las 
reclamaciones o quejas cuando existan indicios racionales de delito, y se añade una cláusula de salvaguarda 
de la protección administrativa y judicial que en cada caso proceda. Además se reduce la densidad regulatoria 
de la Ley en lo que respecta a la composición y nombramiento de la Junta Arbitral.

En cualquier caso, el Proyecto de Ley mantiene esencialmente el contenido del Anteproyecto, lo que implica 
la necesidad de desarrollo reglamentario previo a la entrada en funcionamiento de la Junta Arbitral en 
Andalucía, por lo que hemos remitido una Sugerencia pendiente de respuesta en el momento de redacción 
de este informe,para que por parte de la Dirección General de Personas con Discapacidad se planifiquen 
las actuaciones necesarias que permitan acortar en el tiempo el inicio de la actividad de la Junta Arbitral de 
igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de Andalucía, una vez aprobada la Ley. 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/sugerimos-el-inicio-de-un-sistema-arbitral-de-la-discapacidad-en-andalucia
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1.3.2.2.2 Valoración y calificación del grado de discapacidad
De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 4 del Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, por 
el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General de derechos de las personas con discapacidad 
y de su inclusión social, son personas con discapacidad aquellas que presentan deficiencias físicas, 
mentales, intelectuales o sensoriales, previsiblemente permanentes que, al interactuar con diversas 
barreras, puedan impedir su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones 
con los demás.

No obstante lo anterior, la Ley considera que son personas con discapacidad a todos los efectos aquellas 
a quienes se les haya reconocido un grado de discapacidad igual o superior al 33 por ciento.

Además, a los pensionistas de la Seguridad Social que tengan reconocida una pensión de incapacidad 
permanente en el grado de total, absoluta o gran invalidez, y a los pensionistas de clases pasivas que tengan 
reconocida una pensión de jubilación o de retiro por incapacidad permanente para el servicio o inutilidad, 
se les considera, por ministerio de Ley, que presentan una discapacidad en grado igual o superior al 33 
por ciento.

Señala además el artículo 4.3 del referido Real Decreto Legislativo que el reconocimiento del grado 
de discapacidad deberá ser efectuado por el órgano competente en los términos desarrollados 
reglamentariamente, así como que la acreditación del grado de discapacidad se realizará en los términos 
establecidos reglamentariamente y tendrá validez en todo el territorio nacional.

Los Centros de Valoración y Orientación (Centros Base) se implantaron en España a partir de 1978, habiéndose 
configurado sus principales funciones como desarrollo de la Ley 13/1982, de 7 de abril, de Integración Social 
de los Minusválidos y del Real Decreto 1971/1999, de 23 de diciembre, que regula el procedimiento para 

el reconocimiento, declaración y calificación 
del grado de minusvalía.

En la actualidad permanece en vigor y es 
normativa estatal básica el citado Real 
Decreto 1971/1999, de 23 de diciembre, 
con la redacción dada por el Real Decreto 
1856/2009, de 4 de diciembre ,  de 
procedimiento para el reconocimiento, 
declaración y calificación del grado de 
discapacidad, a cuyo tenor la determinación 
del grado de discapacidad se efectúa previo 
dictamen de los equipos de valoración y 
orientación dependientes de los órganos 
correspondientes de las Comunidades 
Autónomas a quienes hubieran sido 
transferidas sus funciones.

Algunas Comunidades Autónomas han desarrollado mediante Orden el procedimiento para el 
reconocimiento del grado de discapacidad. Así, la Orden de 18 de octubre de 2012, por la que se determina 
el procedimiento para la valoración y calificación del grado de discapacidad de las personas en el ámbito 
de gestión de la Comunidad Autónoma de Canarias, la Orden de 12 de marzo de 2001, para el desarrollo 
y aplicación del Real Decreto 1.971/1999, de 23 de diciembre, de procedimiento para el reconocimiento, 
declaración y calificación del grado de minusvalía de Cantabria o la Orden de 25 noviembre 2015 por la que 
se regula el procedimiento para el reconocimiento, declaración y calificación del grado de discapacidad, y 
la organización y funcionamiento de los órganos técnicos competentes de Galicia.

En Andalucía, la Ley 1/1999, de 31 de marzo, de Atención a Personas con Discapacidad, supuso un desarrollo 
de los derechos de las personas con discapacidad e introdujo la denominación «Centros de Valoración y 
Orientación» a los anteriormente llamados Centros Base.

http://noticias.juridicas.com/base_datos/Admin/rd1971-1999.html
http://noticias.juridicas.com/base_datos/Admin/rd1971-1999.html
http://noticias.juridicas.com/base_datos/Admin/rd1856-2009.html
http://noticias.juridicas.com/base_datos/Admin/rd1856-2009.html
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En lo que se refiere al reconocimiento de la discapacidad, el Decreto 258/2005, de 29 de noviembre, regula 
la organización y funciones de los Centros de Valoración y Orientación de personas con discapacidad de 
Andalucía.

Este Decreto cuenta con tres capítulos. El primero de disposiciones generales dedicadas al objeto, 
configuración y dependencia y distribución territorial de los Centros de Valoración y Orientación. El segundo 
regula las funciones y el tercero la estructura. No obstante este Decreto no regula el procedimiento de 
reconocimiento de la discapacidad.

Por otro lado, el artículo 29 del Proyecto de Ley de los Derechos y la Atención a las Personas con 
Discapacidad en Andalucía, actualmente en tramitación en el Parlamento Andaluz, regula los Centros 
de valoración y orientación de personas con discapacidad (comunicado dPA). 

El proyecto de ley alude a la regulación por vía reglamentaria de la organización y funciones, sin realizar 
referencia a la regulación del procedimiento.

En definitiva, pese a la existencia de una regulación general del procedimiento de reconocimiento del grado 
de discapacidad, con validez en todo el territorio del estado, y una regulación específica del funcionamiento 
de los Centros de Valoración y Orientación en Andalucía, lo cierto es que se reciben con mucha frecuencia, 
en la oficina del Defensor del Pueblo Andaluz, quejas de personas con discapacidad, alusivas precisamente 
al procedimiento de reconocimiento de la misma o a la concesión de tarjeta de estacionamiento, a las que 
haremos referencia a continuación.

No obstante, dado el carácter reiterado en el tiempo de este tipo de quejas, la Defensoría ha iniciado la 
queja 16/6978, incoada de oficio, con el fin de conocer los motivos por los que la Comunidad Autónoma de 
Andalucía no ha desarrollado un procedimiento específico para el reconocimiento de la discapacidad y si 
existe alguna iniciativa en este sentido y, en tal caso, las previsiones temporales para su puesta en marcha, 
queja de la que daremos cuenta en el próximo informe anual, al haberse incoado al final del ejercicio.

Entre estas quejas reiteradas se encuentra la referente al excesivo lapso de tiempo que transcurre desde 
que se presenta la solicitud de reconocimiento del grado de discapacidad, o de revisión por agravamiento, 
hasta que se notifica a la persona interesada la correspondiente Resolución administrativa (queja 16/4177, 
queja 15/0503, queja 15/4350, queja 15/3571, queja 15/5180, queja 15/4569, queja 16/1844, queja 
15/4516, queja 16/4086, queja 16/0226, queja 16/0442 y queja 16/2089).

En la tramitación de estas quejas, en algunos casos se nos contesta por parte de las Delegaciones Territoriales 
de Igualdad, Salud y Políticas Sociales que el plazo para tramitar el procedimiento es de seis meses. No 
obstante, este plazo debe considerarse de tres meses, a la vista de lo dispuesto en los artículo 42.3 y 21.3 
de las Leyes 30/1992 y 39/2015, respectivamente, reguladoras del procedimiento administrativo común. 
De hecho, así figura en la propia web de la Consejería de Igualdad y Políticas Sociales, por lo que resulta 
contradictoria esa afirmación de que el procedimiento para el reconocimiento del grado de discapacidad 
es de seis meses.

En otros casos se denuncia el retraso en la expedición de la tarjeta acreditativa del grado de discapacidad, 
llegándose a un retraso de hasta 18 meses (queja 16/5592) u 8 meses (queja 15/5501), si bien estos 
problemas, debidos a la avería de una impresora, parecen haberse resuelto. También se han recibido quejas 
por la falta de resolución de la reclamación previa a la vía judicial que han presentado algunas personas 
interesadas, quedando las mismas resueltas tras nuestra intervención (queja 16/3280, queja 16/0930).

Un tipo de queja que recibimos también con frecuencia es aquélla en la que la persona interesada nos 
expresa su disconformidad con el grado de discapacidad reconocido (quejas 16/5499, 16/5047, 15/5494, 
15/4407, 16/0843). El objeto de estas quejas es el desacuerdo con el dictamen técnico facultativo que 
emite el Equipo de Valoración y Orientación en cuya virtud se dicta la resolución de reconocimiento del 
grado de discapacidad.

La valoración del grado de discapacidad es una actividad que realiza un equipo técnico (Equipo de Valoración 
y Orientación), respondiendo a criterios técnicos unificados, fijados mediante los baremos descritos en el 
Anexo I del Real Decreto 1971/1999, de 23 de diciembre. En este sentido, el Defensor del Pueblo Andaluz 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/actualidad/el-defensor-del-pueblo-demanda-medios-personales-y-materiales-para-hacer-factibles-los
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/consigue-la-cita-para-el-reconocimiento-de-su-discapacidad
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/finalmente-obtuvo-el-reconocimiento-de-su-grado-de-discapacidad
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/tras-mas-de-un-ano-de-espera-consigue-la-tarjeta-acreditativa-de-discapacidad
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/le-responden-al-reconocimiento-de-su-grado-de-discapacidad
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/le-reconocen-el-grado-de-discapacidad-y-obtiene-la-tarjeta-de-aparcamiento-para-personas-con
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puede supervisar la actividad desarrollada por el Centro de Valoración y Orientación y determinar, a la vista 
de las quejas que recibe y de las alegaciones que se presenten, si se ha producido un error o irregularidad 
susceptible de subsanación.

Sin embargo, el Defensor del Pueblo Andaluz no dispone de un equipo técnico que pueda emitir un dictamen 
sobre el grado de discapacidad que contradiga el dictamen del Equipo de Valoración y Orientación.

Así las cosas, en estos casos indicamos a los interesados que disponen de dos opciones. La primera de 
ellas sería esperar al transcurso del plazo de dos años desde la última resolución de reconocimiento de 
grado para instar la revisión del mismo. La segunda, en el caso de que considere que se ha producido 
agravamiento y disponga de nuevos informes médicos que lo acrediten, solicitar la revisión del grado de 
discapacidad por agravamiento, pudiendo, en caso de desacuerdo con la resolución final que se adopte, 
presentar reclamación previa a la vía judicial y, posteriormente, la correspondiente demanda ante el Juzgado 
de lo Social.

Merece un tratamiento especial en este apartado la queja 16/6021, en la que el interesado, que padece 
una esclerosis múltiple, expresa su malestar por el hecho de que en el año 2010 se le reconoció un 65% 
de discapacidad por la Esclerosis Múltiple Remitente Recidivante que padece y, encontrándose peor con 
el paso de los años, en 2014 le redujeron sin embargo el grado al 36%, retirándosele la prestación que 
estaba percibiendo. Tras presentar la queja se le ha realizado una nueva valoración, resultando un 22% 
de discapacidad.

En el informe emitido se justifican adecuadamente las diversas valoraciones efectuadas, llegándose a la 
conclusión de que se trata de una enfermedad de curso fluctuante, y que las diversas valoraciones que se 
han realizado han quedado fundamentadas por la situación clínica y funcional existente en cada momento, 
ajustándose a lo dispuesto en el Real Decreto 1971/1999, de 23 de diciembre.

Sin que podamos, como ya indicamos anteriormente, valorar el dictamen técnico facultativo, lo cierto es 
que en apenas 8 meses el interesado pasó de un 14% a un 65% de discapacidad y posteriormente, 
tras cuatro años, esa discapacidad se redujo a un 36% y dos años después a un 22%.

La importancia de las fluctuaciones radica en que determinado grado de discapacidad lleva aparejado 
el derecho a una prestación, que supone un cambio en el modo de vida de la persona afectada, cuya 
reversibilidad resulta compleja, particularmente en un contexto de crisis como el actual. Obviamente no 
abogamos por reconocer un grado de discapacidad que no se tiene, pero entendemos que este tipo de 
enfermedades fluctuantes deben tener un tratamiento diferenciado, que minimice los efectos negativos 
de puedan resultar.

Diferente situación se plantea en la queja 16/0843, en la que constatamos, del examen de los antecedentes 
y de la documentación obrante en la queja que el interesado ha recibido una certificación de grado de 
discapacidad del 33%, fechada a 26 de junio de 2016, firmada electrónicamente por la Delegada Territorial, 
y a la vez la Delegación Territorial nos informaba de que el grado de discapacidad reconocido es del 15%, 
si bien no nos ha facilitado información referente al aludido certificado.

A este respecto, cabe recordar que el artículo 105.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común faculta a la Administración 
pública para rectificar en cualquier momento, de oficio o a instancia de los interesados, los errores materiales, 
de hecho o aritméticos existentes en sus actos, así como que los artículos 102 y 103 establecen el régimen 
de revisión de los actos nulos y anulables.

Este régimen de revisión y de rectificación de actos se reproduce, con escasas modificaciones, en los 
artículos 106 y siguientes de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común 
de las Administraciones Públicas.

En definitiva, tras la investigación de la queja consideramos razonable que se analizasen los motivos por 
los que se había emitido una certificación del 33% de discapacidad al interesado, y en caso de que se 
hubiera producido un error material, se rectificase la certificación emitida, o, si se consideraba necesario, se 
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procediese a una nueva valoración del grado de discapacidad del mismo, a fin de que resulte determinado 
con certeza para el interesado y frente a terceros el grado de discapacidad que éste tiene reconocido, 
por lo que hemos remitido una Resolución, en ese sentido, si bien en el momento de redacción de este 
informe no hemos recibido respuesta a la misma.

Un problema similar al de las quejas por desacuerdo con el grado de discapacidad reconocido se plantea 
en aquellas quejas que recibimos en las que la persona afectada denuncia la denegación de la tarjeta 
de aparcamiento para personas con movilidad reducida, ya que la concesión o denegación de dicha 
tarjeta se decide mediante la aplicación de un baremo específico conforme al anexo II del Real Decreto 
1971/1999, de 23 de diciembre, de procedimiento para reconocimiento, declaración y calificación del 
grado de discapacidad, dictaminada por los equipos multiprofesionales de calificación y reconocimiento 
del grado de discapacidad.

Al tratarse de un baremo aplicado por personal con un conocimiento científico técnico especializado, 
estas actuaciones no son susceptibles de supervisión por parte del Defensor del Pueblo Andaluz, si bien 
en ocasiones se han producido errores de apreciación, que han sido corregidos tras la correspondiente 
revisión y, en consecuencia, se ha otorgado la referida tarjeta a la persona interesada (queja 15/4568, 
queja 16/5499).

A continuación, damos cuenta de forma más resumida de otros problemas que se han planteado a lo largo 
del ejercicio por personas con discapacidad.

Así, hemos observado una significativa demora en el traslado del expediente de una persona con 
discapacidad a la Delegación Territorial de la provincia a la que se traslada dicha persona. Así, hemos 
constatado que se ha tardado más de cuatro meses en trasladar un expediente de Sevilla a Málaga (queja 
16/1216), o que se ha tardado más de cuatros meses en solicitar un expediente de una persona que residía 
en Santa Cruz de Tenerife y se trasladó a Sevilla  (queja 16/1616).

También hemos recibido algunas quejas en las que se produce un empeoramiento de la situación del 
interesado que solicita la revisión de su grado de discapacidad por agravamiento, el cual recibe una 
resolución en la que se minora el grado de discapacidad reconocido. Esta resolución supone agravar la 
situación del interesado, lo cual está proscrito por la Ley 30/1992, de 26 de noviembre (artículo 89,2) y por 
la Ley 39/2015 (artículo 85,2), y ha sido corregida tras nuestra intervención (queja 16/4856).

Finalmente, destacamos la queja 15/5730, alusiva a la situación de un usuario de un Centro Residencial 
para personas con discapacidad, que padece una discapacidad intelectual que le lleva tanto a conductas 

autolesivas como a conductas de 
heteroagresividad, lo que ha dado 
lugar a que se hayan producido 
episodios de autolesiones, así 
como de lesiones a otras personas 
residentes o trabajadores del 
centro.

No obstante lo anterior, la 
promotora de la queja exponía 
la existencia de un mayor número 
de episodios de agresiones en 
los períodos de fines de semana, 
y apuntaba a la posible existencia 
de una relación de causalidad 
entre este incremento los fines 
de semana y la variación de la 
atención profesional que se 
produce esos días y, finalmente, 

sugería que se estudiase si en efecto los fines de semana, festivos y períodos estivales, periodos de tiempo 
en los que cambian los profesionales de atención, aumentaban los episodios agresivos del afectado.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/que-subsanen-el-error-en-el-certificado-del-grado-de-discapacidad
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/obtiene-la-tarjeta-para-aparcamiento-por-movilidad-reducida-para-universitario
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/se-reanuda-el-tramite-de-traslado-de-expediente-desde-otra-comunidad-autonoma-para-poder-percibir-la
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/le-reconocen-el-grado-de-discapacidad-que-ya-le-habian-valorado-desde-el-2003-en-barcelona
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En consecuencia, hemos remitido una Resolución para que se adopten las medidas pertinentes que 
permitan corroborar o descartar que el aumento de los episodios de agresividad dependan del cambio 
de las condiciones de atención.

La Resolución ha sido aceptada expresamente por la Diputación Provincial de Jaén, que está realizando 
un seguimiento continuado de la situación del afectado en el centro residencial y adoptando las medidas 
adecuadas para reducir los episodios de agresividad referidos.

Además en el informe se proponen pautas de trabajo conjunto entre la familia y el centro. Considerando, 
por tanto, que el asunto ha experimentado una significativa mejoría y, además, se están adoptando medidas 
para que no se reproduzcan los problemas existentes, hemos procedido al archivo de la queja.

1.3.2.2.3 Discapacidad y Movilidad
Esta Institución viene verificando, año tras año, las extraordinariamente graves disfuncionalidades y carencias 
existentes en las políticas de movilidad que, hasta ahora, continua impidiendo que, en lo que concierne a 
los desplazamientos sobre el espacio peatonal, como en lo que afecta al uso de los transportes públicos, 
las personas con discapacidad pueden relacionarse de manera inclusiva con su entorno, limitándose, de 
esta forma y de manera ostensible, el libre ejercicio de sus derechos.

Ya en nuestra memoria anual de 2015, nos referíamos a la escasa sensibilidad hacia las demandas de 
accesibilidad de las personas con discapacidad que se pusieron de manifiesto en la reunión que mantuvimos 
con representantes de las federaciones y asociaciones provinciales de personas con discapacidad 
de Andalucía. Encuentro éste que tuvo lugar en el marco de la queja 15/4622, abierta de oficio y que 
justamente se incoó a fin de promover un intercambio de opiniones con los principales afectados para 
“pulsar” la apreciación que tenía este colectivo sobre la protección que los poderes públicos deben desplegar, 
a tenor de lo dispuesto en el art. 49 de la Constitución y diversos preceptos estatutarios, para garantizar el 
pleno disfrute de los derechos, en condiciones de igualdad con el resto de la ciudadanía, de las personas 
con discapacidad.

Pues bien, el Área de Urbanismo y Medioambiente ha seguido llevando a cabo en 2016 varias y relevantes 
actuaciones en materia de movilidad y accesibilidad a raíz de citada queja de oficio, basadas en las conclusiones 
de dichos encuentros, cuyo relato pormenorizado se puede consultar en el Capitulo correspondiente de 
este Informe Anual, pero de las que vamos a dar resumida cuenta en este epígrafe.

Así, el inaplazable impulso de una metodología de evaluación de políticas públicas en materia de accesibilidad 
fue el objeto de la iniciación de oficio de la queja 16/2809 para conocer las medidas adoptadas por la 
Consejería de Igualdad y Políticas Sociales, en concreto la Dirección General de Personas con Discapacidad, 
para la puesta en marcha de informes de evaluación de políticas públicas en relación con los objetivos de 
la normativa aplicable. Tras una valoración de la respuesta enviada, formulamos a la Dirección General de 
Personas con Discapacidad Resolución consistente en Recordatorios y Recomendación.

Continuando en la misma línea de intervención, iniciamos la queja 16/0598 en la que nos dirigimos tanto a 
la Dirección General de Movilidad, de la Consejería de Fomento y Vivienda, como a la Federación Andaluza 
de Municipios y Provincias (FAMP), para poner de manifiesto, por un lado, la transcendencia que un 
transporte público de calidad tiene para el colectivo de personas con discapacidad y, de otro, que, 
en un futuro, en el nuevo diseño de ciudad el transporte público va a tener una relevancia aun mayor. Así 
parece poco cuestionable que nuestras ciudades, en la medida en que deben disponer necesariamente 
de un modelo sostenible de movilidad, éste tendrá que descansar en los desplazamientos peatonales, el 
transporte público y la bicicleta. A la fecha de cierre de este Informe Anual estamos valorando las respuestas 
obtenidas y las alegaciones que nos han enviado las federaciones provinciales presentes en aquel encuentro 
al que nos venimos refiriendo, a las que hemos remitido esta información para ello.

Por otra parte, en materia de movilidad en el transporte hemos impulsado la creación de una bonificación 
en el transporte público urbano de la ciudad de Sevilla para personas con discapacidad, tal y como nos 
planteó el interesado de la queja 16/0095, en la que tras una valoración de la normativa constitucional y 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/conseguimos-mejorar-la-coordinacion-entre-el-centro-residencial-y-la-familia-del-residente-afectado
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/sites/default/files/conclusiones_fed._discapacidad.nov2015.pdf
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/se-evaluan-las-politicas-publicas-para-la-supresion-de-barreras-existentes-en-las-infraestructuras
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/proponemos-que-se-haga-una-evaluacion-periodica-de-las-politicas-publicas-para-las-personas-con
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/son-accesibles-los-medios-de-transportes-publicos-andaluces-lo-examinamos
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estatutaria, así como del derecho positivo, formulamos a la Alcaldía-Presidencia del Ayuntamiento de Sevilla 
una Sugerencia, habiéndose recibido a principios de este año 2017 una respuesta positiva por parte 
del citado organismo, pues nos decían que en el Pleno de 3 de Noviembre de 2016 se acordó facilitar el 
transporte a personas con diversidad funcional y/o movilidad reducida para lo que se creará, a partir de 
2017, una tarjeta de transporte gratuita para las personas que conforman este colectivo y que cumplan 
una serie de requisitos.

Por incumplimiento de la normativa de accesibilidad también se ha recibido varias quejas como queja 
16/3899 por el incumplimiento, según el interesado, de la normativa de accesibilidad en la estación marítima 
dependiente de la Autoridad Portuaria de la Bahía de Algeciras (Cádiz), o la queja 16/5279, en la que se 
denunciaban las barreras arquitectónicas existentes en la estación ferroviaria de Fuengirola (Málaga). Lo 
mismo ocurrió con la queja 16/3379, pero en este caso se denunciaba esta situación en el Aeropuerto de 
Madrid por la inadecuada, a juicio del afectado, asistencia recibida en el mismo.

Finalmente hemos de referirnos a las quejas, tanto a instancia de parte como de oficio, cuyo objetivo no es 
otro que el que se proceda a la supresión de barreras que impiden o dificultan los desplazamientos de las 
personas con discapacidad por los espacios peatonales de nuestros pueblos y ciudades. Así, en la queja 
16/0715, que iniciamos de oficio al conocer las dificultades de acceso de personas con movilidad reducida 
en zonas de Sevilla Este y Torreblanca, en la ciudad de Sevilla, y, por ello, nos dirigimos al Ayuntamiento 
de Sevilla, o la queja 16/4135 en la que se daba cuenta de las diferentes barreras existentes en el barrio 
sevillano de San Julián.

1.3.2.2.4 Administración tributaria
La persona interesada en la queja 16/1579, viuda de 83 años de edad y madre de un hijo afectado por 
discapacidad del 87%, nos manifestaba su malestar y disconformidad con la aplicación de la normativa 
autonómica reguladora del Impuesto de Sucesiones y Donaciones que no tiene en cuenta las reducciones 
en la base imponible de dicho impuesto establecidas por aplicación de la Ley 41/2003, de 18 de noviembre, 
de protección patrimonial de personas con discapacidad, cuando lo que se realiza es la aportación 
material de un bien inmueble a dicho patrimonio para que constituya la vivienda habitual de la persona 
discapacitada.

Según nos indicaba al donar la vivienda en la que residían madre e hijo, para que se integrare la misma en 
el patrimonio protegido de éste, como la donación no se trataba de una aportación dineraria, la Oficina 
Liquidadora de El Puerto de Santa María gravaba la donación con un importe de 12.642,87 euros, lo que 
la interesada consideraba excesivo y contrario al espíritu de la normativa estatal de protección patrimonial 
de las personas con discapacidad; razones por las que solicitaba nuestra intervención y colaboración.

Instado el correspondiente informe sobre este asunto a la Agencia Tributaria de Andalucía, en el mismo 
se nos comunicaba que no se había presentado autoliquidación/declaración ante ninguna dependencia 
de la Administración tributaria autonómica.

Por ello, y teniendo en cuenta que en aplicación de las previsiones de la Ley 41/2003, de 18 de noviembre, 
de protección patrimonial de las personas con discapacidad y de modificación del Código Civil, de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil y de la Normativa Tributaria (básica estatal) que alegaba la interesada, pudiera haber 
determinado que la misma hubiere realizado sus reclamaciones ante la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria, resolvimos trasladar la queja a la Institución del Defensor del Pueblo del Estado.

1.3.2.2.5 Servicios de interés general y consumo
En algunas quejas en materia de servicios de interés general se pone de manifiesto la especial vulnerabilidad 
de las personas con discapacidad.

Podemos señalar la queja 16/2511 en la que el interesado, padre de familia con 3 menores a su cargo, 
ponía de manifiesto que su situación económica había empeorado debido a la pérdida de un salario, 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/sugerimos-al-ayuntamiento-que-si-es-posible-se-bonifique-el-transporte-publico-para-las-personas-con
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/intervenimos-al-conocer-las-dificultades-de-acceso-de-personas-con-movilidad-reducida-en-zonas-de
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/intervenimos-al-conocer-las-dificultades-de-acceso-de-personas-con-movilidad-reducida-en-zonas-de
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/mediamos-con-el-banco-para-que-revise-la-deuda-hipotecaria-en-favor-de-una-familia-con-3-ninos
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por causa de enfermedad que estaba en fase de estudio para posible concesión de una pensión de 
invalidez permanente. Ante esta disminución de ingresos estaba teniendo dificultades para atender a sus 
compromisos de pago de la hipoteca de su vivienda, por lo que solicitaba la intervención de esta Institución 
ante su entidad financiera para que accediese a la reestructuración de la deuda hipotecaria.

1.3.2.2.6 Universidades
Debemos comenzar haciendo referencia a la queja 14/2981, iniciada de oficio por esta Institución en 
relación con la regulación del acceso a los estudios de Grado en Andalucía que contempla un cupo 
reservado de hasta el 5% de plazas para: «Las personas solicitantes que tengan reconocido un grado de 
discapacidad igual o superior al 33 por cien, así como para aquellas con necesidades educativas especiales 
permanentes asociadas a circunstancias personales de discapacidad, que durante su escolarización anterior 
hayan precisado de recursos y apoyos para su plena normalización educativa».

Para hacer efectivo el acceso por este cupo, la persona interesada debe aportar necesariamente alguno de 
los documentos que acrediten el reconocimiento de un grado de discapacidad o incapacidad permanente, 
porque así lo recoge la normativa de aplicación, lo que normalmente no genera problema alguno pues 
dichos documentos obran en poder de las personas con discapacidad.

Sin embargo, nada dice la norma respecto del documento que debe servir de acreditación de las necesidades 
educativas especiales que hayan precisado de apoyos educativos durante la escolarización anterior, lo 
que convierte el acceso por esta vía en un problema de difícil solución práctica.

A este respecto, la queja de oficio instada por esta Institución tenía por objeto conseguir que la Administración 
educativa andaluza precisara el documento que debía aportarse como acreditación del cumplimiento de 
la condición exigida para esta forma de acceso. Dicho objetivo se consideró parcialmente cumplido al 
comprometerse la Comisión de Distrito Único andaluz a recoger en la normativa reguladora del proceso 
de admisión para el curso 2015-2016 los documentos que se considerasen más apropiados para acreditar, 
al menos en el entorno andaluz, la condición de las personas con necesidades educativas especiales 
permanentes asociadas a circunstancias personales de discapacidad, y que durante su escolarización 
anterior hayan precisado de recursos y apoyos para su plena normalización educativa.

Dicho compromiso se ha cumplido fielmente y en la Resolución de 15 de febrero de 2016, que hace público 
el acuerdo de la Comisión de Distrito Único de 3 de febrero de 2016, sobre procedimiento para el ingreso 
en los estudios de grado para al curso 2016-2017, se recoge expresamente que el acceso por esta vía se 
hará aportando el siguiente documento.

«Certificado de haber obtenido el reconocimiento en sus estudios previos de necesidades educativas permanentes 
asociadas a su discapacidad por parte del órgano con competencia en el correspondiente nivel educativo. En todo 
caso, dicho certificado deberá estar basado y acompañarse del correspondiente certificado de discapacidad.»

No obstante haber podido solucionar este problema a nivel andaluz, dado que en el proceso de admisión a 
los estudios universitarios participan personas de toda España, detectamos las dificultades que entrañaba 
la falta de un marco legislativo superior que permitiera avanzar de manera coordinada a las Comunidades 
Autónomas en relación con este tema.

A fin de solventar este problema nos dirigimos a la Defensora del Pueblo del Estado con objeto de someter 
a su consideración la posibilidad de intervenir en este asunto a fin de evitar que pudieran producirse 
situaciones de desventaja para el alumnado procedente de otras comunidades autónomas.

Del mismo modo, le expresamos nuestra preocupación por el hecho de que el alumnado andaluz que se 
encuentre en estas circunstancias no pueda optar a las plazas reservadas para personas con discapacidad 
en Universidades públicas fuera del territorio al que se extienden los acuerdos de la Comisión de Distrito 
Único Universitario de Andalucía.

En este sentido, expresamos nuestra consideración de que todas las comunidades autónomas debieran 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/abrimos-queja-de-oficio-por-el-acceso-a-estudios-de-grado-por-el-cupo-de-reserva-de-personas-con
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tener previstos los procedimientos y mecanismos a través de los cuales las personas interesadas pudiesen 
obtener una acreditación relativa a su circunstancia de «estudiantes con necesidades educativas especiales 
permanentes asociadas a circunstancias personales de discapacidad, que durante su escolarización anterior 
hayan precisado de recursos y apoyos para su plena normalización educativa».

Tratándose de un asunto que excedía de las competencias atribuidas al Defensor del Pueblo Andaluz, 
solicitamos de la Defensora que considerase la posibilidad de realizar alguna actuación ante los organismos 
concernidos, si así lo estimaba oportuno, con objeto de coadyuvar al logro de los fines pretendidos.

Dicha petición obtuvo una favorable acogida por parte de la Defensora del Pueblo que inició actuaciones 
ante la Secretaría General de Universidades, dependiente del Ministerio de Educación, Cultura y Deportes.

Pues bien, con fecha 30 de diciembre de 2016 la Defensora nos ha remitido un escrito comunicando 
la respuesta recibida de dicho organismo, del que parece desprenderse que el Ministerio ha decidido 
delegar en las Comunidades Autónomas la determinación de cual sea el documento que debe acreditar 
esta circunstancia.

No mostrándose conforme con esta respuesta, la Defensora del Pueblo nos comunica que va a dirigir a la 
Secretaría General de Universidades una Recomendación pidiéndole que establezca criterios normativos 
básicos sobre el procedimiento al que deben acogerse los estudiantes con necesidades educativas especiales 
permanentes asociadas a circunstancias personales de discapacidad para acreditar esta circunstancia ante las 
autoridades universitarias y poder así ejercer su derecho de acceso por el cupo de reserva correspondiente.

También nos parece interesante reseñar la queja 16/2225, en la que una persona con una discapacidad 
del 65% que se había presentado a las pruebas de acceso a la Universidad para personas mayores de 
25 años, mostraba su pesar por no haber podido finalmente acceder a la misma y solicitaba una medida 
de discriminación positiva hacia las personas con discapacidad.

La queja no pudo ser admitida a trámite por cuanto el problema de acceso del interesado no se debía a la 
imposibilidad del mismo para beneficiarse del cupo reservado a personas con discapacidad por el hecho de 
haber participado por el cupo reservado a personas mayores de 25 años, sino que su problema estribaba 
en el hecho de no haber superado la mencionada prueba de acceso al no obtener la puntuación mínima 
requerida para ello.

También nos parece de 
interés dejar constancia en 
este apartado de la propuesta 
formulada por el representante 
de un partido político en la queja 
16/0353 instando a extender 
reconocimiento del derecho 
a la exención del pago del 
precio público por los servicios 
universitarios (las denominadas 
tasas universitarias), además 
de a las propias personas 
con discapacidad, a aquellos 
universitarios que convivan 
con un padre o madre que 
cuenten con una discapacidad 
superior al 65% y del que 
dependan económicamente. 
Esta posibilidad de exención 
de tasas existe, al parecer, en 
el País Vasco.
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1.3.2.2.7 Salud 
Tratamos de abordar aquí aquellas situaciones sometidas a nuestra consideración, en las que la discapacidad se 
constituye en elemento determinante del problema que se suscita en relación con la Administración sanitaria.

Ocurre, sin embargo, que las personas que comparecen ante esta Oficina raramente hacen mención de su 
condición de personas con discapacidad, o señalan la misma como circunstancia que pudiera menoscabar 
su posición a la hora de desenvolverse en el ámbito del Sistema Sanitario Público, lo cual no quiere decir 
que muchas de las personas que nos hacen llegar sus quejas no sean realmente discapacitadas, y que 
no piensen que dicha condición debería implicar algún tipo de medida que pudiera favorecer en muchos 
casos su itinerario asistencial.

Es más, en general la normativa sanitaria tampoco contempla a las “personas discapacitadas” como sujetos 
específicos de atención, pues cuando recoge las obligaciones de los poderes públicos en este ámbito, 
traducidos habitualmente en forma de programas específicos o medidas de diverso tipo, se refiere a «grupos 
de población de mayor riesgo» (Ley 14/86, de 25 de abril, General de Sanidad), o a «personas que padecen 
enfermedades crónicas e invalidantes» (Ley 2/98, de 15 de junio, de Salud de Andalucía).

De todas maneras, aunque escasamente, a veces quienes se dirigen a esta Institución por asuntos relacionados 
con la Administración sanitaria, aluden a dicha condición para hacer valer determinadas pretensiones. En 
este sentido, podríamos mencionar por ejemplo la de contar con intérpretes de lengua de signos en los 
centros, o la que frecuentemente recibimos solicitando la exención del copago de medicamentos para 
este colectivo (queja 16/2801).

Pero las más de las veces la condición de discapacitado debemos deducirla teniendo en cuenta determinados 
indicadores que se exponen en las quejas: carácter y gravedad de las enfermedades padecidas, solicitud 
de determinadas prestaciones, necesidad de material de apoyo y ayudas técnicas.

En este orden de cosas, comprendiendo tradicionalmente la actuación sanitaria actividades preventivas, 
curativas y rehabilitadoras, quizás la primera y la tercera presenten connotaciones que directamente las 
vinculen en muchas ocasiones a la discapacidad.

La previsión de las deficiencias tiene procedimientos específicos, pero muchas de las quejas que anualmente 
recibimos ponen de manifiesto situaciones que realmente suponen un evidente riesgo de que la discapacidad 
aparezca. Así podríamos reflejar multiplicidad de expedientes en los que la demora en el diagnóstico 
y la adopción de las medidas terapéuticas (fundamentalmente la cirugía) impiden atajar las patologías 
invalidantes con la prontitud necesaria (por ejemplo, en la queja 15/0410 se denuncia la demora en la 
cita de resultados para paciente con paraparesia, o en la consulta con la unidad de columna de la queja 
16/2485 y queja 16/0771, o la unidad de retina en la queja 16/4314).

Ahora bien, como actividad esencialmente dedicada al tratamiento de déficits que pueden conducir a la 
discapacidad (aunque no siempre sea así), nos encontramos con la prestación de atención temprana 
destinada a los niños que tienen problemas de desarrollo o presentan riesgo de padecerlos, la cual 
viene experimentando en los últimos tiempos importantes cambios no exentos de polémica.

El año pasado iniciamos un expediente de oficio (queja 15/3646) que, aunque inicialmente obedeció 
a las noticias a las que accedimos sobre el impago de subvenciones a los centros de atención infantil 
temprana (CAITs), posteriormente prosiguió en relación con la dinámica generada a partir del acuerdo 
marco que habría de regir la contratación de dichos centros, y las consecuencias perjudiciales que muchas 
asociaciones y usuarios derivaron de las condiciones que lo regían.

El problema de las subvenciones, causado por la sucesión de dos modalidades de gestión de la prestación 
que no se llevó a cabo sin solución de continuidad, se solventó a través de una convocatoria, que se 
tramitó y abonó a sus adjudicatarios; pero la denuncia sobre deterioro de la calidad del servicio, que 
se achacaba fundamentalmente a la insuficiente financiación que se otorga a los centros (escasez de 
sesiones, pérdida de la especialización de los CAITs, exclusión de la prestación para los menores a partir 
de 4 años que tengan algún apoyo en el ámbito educativo, demora en las valoraciones y el inicio de la 
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prestación, ...), hizo que se modificara de manera sustancial el objeto del expediente, lo que nos llevó 
a solicitar la emisión de un informe complementario, que nos ayudara a conocer el estado actual de la 
problemática descrita.

En el curso de esta solicitud incorporamos múltiples peticiones de información para conocer el estado 
general de la prestación, las cuales tenemos que reconocer que no fueron respondidas en el informe que 
nos trasladó la Consejería de Salud.

A pesar de ello, tras la publicación del Decreto 85/2016 de 26 de abril, por el que se regula la intervención 
integral de la Atención Temprana en Andalucía, del que aquel nos daba cuenta, y en plena fase de desarrollo 
del mismo, teniendo en consideración que intenta llevar a cabo una completa normación de la prestación, 
pensamos que no procedía una evaluación del sistema con nuestras anterior perspectiva, sino que la misma 
deberá llevarse a cabo bajo otras premisas, sin que esta Institución renuncie a acometerla en el momento 
en que se implante, siquiera mínimamente, el nuevo modelo.

En definitiva, por nuestra parte hemos venido apoyando el establecimiento del régimen de concierto para 
la gestión del servicio público de atención temprana, como medida para dotar de estabilidad financiera a los 
CAITs y eliminar las situaciones de inequidad en el acceso a la prestación, que hemos venido detectando; 
pero lo anterior no obsta para que mostremos nuestra preocupación en relación con el desenvolvimiento 
actual de la prestación, y la situación que pudieran venir padeciendo los destinatarios de aquella.

Somos conscientes de que hoy en día hay beneficiarios de la prestación que siguen teniendo problemas 
para acceder a la misma, o para recibirla en condiciones apropiadas a sus afecciones, por lo que a la espera 
de poder realizar el análisis antes mencionado, nos planteamos ejercer nuestra función de fiscalización 
de la actividad administrativa a través de la quejas individuales, poniendo de manifiesto los eventuales 
incumplimientos normativos que podamos detectar, y reclamando la adopción de las medidas oportunas 
para subsanarlos a través de nuestras resoluciones.

Pues bien, más allá de la prevención, la asistencia rehabilitadora se configura como una prestación 
cercana al ámbito de la discapacidad, que durante el período que consideramos para la elaboración de 
este informe, ha tenido una especial relevancia.

Esencialmente, la cartera de servicios del sistema sanitario público contempla la rehabilitación como 
tratamiento del déficit funcional recuperable, pero los protocolos aplicables para su dispensación no 
resultan ajustados en muchos casos a las expectativas de los pacientes o sus familiares, que de manera 
frecuente protestan por lo que consideran un cese anticipado del tratamiento.

En este sentido, se han manifestado ante esta Institución los promotores de diversas quejas, en varios 
casos en relación con la rehabilitación posterior al padecimiento de un ictus (queja 16/1638, queja 15/4612, 
y queja 15/4292), en otros la reclamación se motiva en la demora, llegando a emitir Resolución en la 
queja 16/2435, una vez que comprobamos que en el supuesto analizado en la misma se había tardado un 
año en dispensar al interesado el tratamiento que se le prescribió, mediando seis meses para la cita de 
rehabilitación, y otros seis meses para la del fisioterapeuta.

El suministro de prótesis y material de apoyo técnico constituye muchas veces un indicador de 
discapacidad, que con cierta regularidad también se sujeta a nuestra consideración.

Así, en la queja 16/1710 la interesada, en tanto que usuaria de silla de ruedas eléctrica, nos explicaba que 
en un período aproximado de año y medio de uso de la que le habían suministrado, habían fallado las 
baterías y se habían desgastado las ruedas, hasta el punto de que aquella se encontraba inutilizable, pero 
a pesar de habérsele prescrito la renovación de dichos componentes, no consiguió el necesario visado por 
falta del transcurso del período que a estos efectos se establece en el catálogo (36 meses), por lo que como 
por otro lado si había pasado el período de garantía, se encontraba imposibilitada para poder desarrollar 
su vida independiente, y continuar su actividad laboral.

Ciertamente, el catálogo por el que se regula la prestación ortoprotésica en Andalucía, se aprobó hace 
ya bastante tiempo (Decreto 195/1998, de 13 de octubre), sin que por parte de la Comunidad Autónoma 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/se-reinicia-el-tratamiento-de-rehabilitacion-cuando-acredita-el-acompanamiento-a-las-sesiones
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/pedimos-que-el-distrito-de-atencion-primaria-de-almeria-cumpla-los-plazos-para-los-tratamiento-de
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/se-autoriza-la-renovacion-de-repuestos-de-una-silla-de-ruedas-electrica-concretamente-de-la-bateria
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se hayan llevado a cabo las adaptaciones exigidas por el Real Decreto 1030/2006, de 15 de septiembre, 
para el cual el contenido de la prestación ortoprotésica estará determinado por aquellos artículos que 
expresamente se recojan en los catálogos que se elaboren en desarrollo de lo previsto en los apartados 
6 a 10 del anexo VI.

Se da la circunstancia de que el catálogo de prestaciones que se incorpora a dicho anexo, que constituye 
cartera de servicios comunes del Sistema Nacional de Salud (en terminología anterior al Real Decreto Ley 
16/2012, de 20 de abril), contempla como prestaciones, entre los accesorios para sillas de ruedas, la batería 
para sillas de ruedas eléctricas, y que la Guía descriptiva de ortoprótesis del Ministerio de Sanidad, que 
pretende definir el contenido común de la prestación, establece como vida media de aquella el período de 
un año, coincidiendo en este sentido con las manifestaciones de la interesada, según las cuales la reducción 
progresiva de calidad de las sillas a lo largo del tiempo, ha llevado consigo una importante reducción del 
período de vida útil de los mismos y sus componentes, de forma que en la actualidad no alcanzan el plazo 
marcado para la renovación, sino que duran en torno a los 15 a 18 meses.

En todo caso, el asunto expuesto se resolvió favorablemente, una vez que el hospital implicado lo revisó y 
determinó autorizar la renovación, tanto de la batería, como de las ruedas de la silla.

También el año pasado concluimos las actuaciones iniciadas de oficio en la queja 15/5234, que tenía por 
objeto conocer la gestión del material de apoyo para el cuidado de pacientes a domicilio, motivados 
por un lado por la demora que en ocasiones se había denunciado para su puesta a disponibilidad, así 
como por el escaso marco normativo que regula esta prestación (Orden de 9 de marzo de 2014 dentro 
del denominado Plan de Apoyo a las Familias).

Nos preocupaba que el acceso a este tipo de recursos (grúas para la movilización, camas articuladas, 
colchones antiescaras, ...) pudiera producirse de manera inequitativa; así como la calidad de la prestación, 
en la medida en que el nivel de existencias marcara también el umbral de accesibilidad, y con ello pudieran 
obviarse situaciones de necesidad.

De ahí, que nos interesáramos ante la Dirección General de Asistencia Sanitaria y Resultados en Salud del 
SAS por las siguientes cuestiones:

• Existencia de información centralizada a este respecto, bien en algún departamento de la Administración 
sanitaria, bien en la/s empresa/s suministradoras.

• Datos sobre las existencias de estos medios en los distritos, y los factores que marcan la dotación concreta 
de los mismos (población del área de cobertura, número de pacientes dependientes, ...) así como si se 
llevan a cabo nuevas adquisiciones para reponer el material deteriorado, o para aumentar la dotación en 
función de las necesidades detectadas.

• Procedimiento para la selección y dispensación a los beneficiarios, y la existencia de baremos o criterios 
de valoración unificados en orden a la adjudicación de cada uno de los medios considerados.

• Tiempos que marcan el acceso a estas ayudas técnicas a partir de su indicación (tiempos medios de 
acceso), desglosados por distritos, o al menos por provincias.

Con respecto a la primera cuestión, se nos dijo que existe una aplicación informática centralizada en dicha 
Dirección General, con múltiples funcionalidades, que permite comprobar los recursos y su disponibilidad.

De igual forma, se explica que se llevan a cabo compras centralizadas y en algunos casos contratos de 
arrendamiento para conformar la dotación de recursos y que los mismos se reparten en función de la edad 
de la población (mayor de 80 años), y el nivel de movilidad del material en cada provincia y distrito sanitario.

Se relata cómo se lleva a cabo la valoración de los pacientes por parte de profesionales de enfermería, 
conforme a protocolos unificados para cada tipo de recurso, y se menciona que el plazo medio de espera 
es de 6 días.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/sites/default/files/pdfbopa/12620.pdf
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En definitiva, consideramos que los datos suministrados evidencian una gestión sistematizada de la prestación 
y un conjunto no desdeñable de recursos, al tiempo que saludamos positivamente la participación de 
empresas de Faisem en el procedimiento que referimos, y la intervención en los trabajos que conlleva el 
mismo (funciones de custodia, limpieza e higienización, así como traslado, entrega y recogida), por parte 
de personas afectadas por trastorno mental grave.

Ahora bien, al cierre del expediente seguíamos manteniendo la duda respecto de si el nivel de recursos 
existente, y el índice de movilidad de los mismos, permite satisfacer las necesidades de todas las personas 
que precisan cuidados en el domicilio, pues en definitiva la solicitud de material se realiza tras la aplicación 
del baremo, desconociendo por nuestra parte los puntos de corte que en caso determinan la activación 
de aquella.

Cabría, por tanto, pensar que la disponibilidad de medios obligara a una aplicación estricta de los baremos 
aludidos, de manera que solo accedieran a los recursos aquellos pacientes que resultan adjudicatarios 
de una puntuación muy elevada, viéndose privados o, cuando menos, postergados en este beneficio, los 
que acreditan puntuaciones inferiores, y es en este sentido en el que cuestionábamos a la Administración 
sobre listas de espera.

La falta de una incidencia significativa de quejas sobre esta materia nos ha impedido alcanzar otras 
conclusiones, sin perjuicio de que las que pudieran seguir recepcionándose nos permitan quizás realizar 
otro tipo de consideraciones a este respecto.

Y es que sin ir más lejos, en la queja 16/4467 un ciudadano denuncia que lleva esperando tres años desde 
que solicitó una cama articulada para su esposa, sin que le hayan proporcionado información más allá de 
que está incluida en una lista, a pesar de que presenta un grado de discapacidad del 99%.

En otro caso (queja 15/3557), la reclamación se proyecta sobre la escasez del material que se proporciona 
en razón de la condición de lesionado medular de quien lo promueve, considerando que se le pide una 
excesiva durabilidad que perjudica su salud.

En concreto, entiende el interesado en este 
expediente que deberían proporcionarle 
una cánula al mes, y, sin embargo, solamente 
le suministran una para cuatro meses; o tres 
sondas de aspiración diarias, cuando por 
el contrario se pretende que las utilice en 
varias ocasiones.

Estima que otras pautas de dispensación de 
los productos adecuada a sus necesidades 
conllevaría la dispensación de un paquete 
de gasas al día, 1 bote de suero fisiológico 
cada quince días, 3 empapaderas diarias, 
1 caja de tela adhesiva cada quince días 
también, y una caja de guantes al mes.

El informe recibido del dispositivo de 
atención primaria de referencia del 
interesado nos dio cuenta de la reunión 
mantenida con el mismo, en la que habían 
participado la coordinadora de cuidados de 
su centro de salud, y la enfermera gestora 
de casos, en la que, al parecer, llegaron a 
un acuerdo en cuanto al material que se 
le dispensa, lo que llevó a considerar el 
asunto en vías de solución.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/alcanza-un-acuerdo-con-su-distrito-sanitario-por-el-material-que-se-le-dispensa-por-su-condicion-de
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1.3.2.2.8 Actuaciones en materia de empleo
Las actuaciones en materia de empleo referidas a las personas con discapacidad se encuentran recogidas 
en el Capítulo sobre empleo de este Informe Anual, al que nos remitimos para no duplicar la información.

Una de las cuestiones que se recogen en dicho epígrafe es la de la preservación del dato relativo a la 
discapacidad, en tanto afecta a la intimidad de los participantes en los procesos selectivos para el 
acceso al empleo público promovidos por la Administración de la Junta de Andalucía.

A este respecto hemos tramitado una queja de oficio en la que constatamos que los reglamentos de selección 
o ingreso para el empleo público en el ámbito andaluz, no establecen ninguna cautela o limitación respecto 
a la publicidad de los datos personales derivados de estos procesos, como tampoco del dato específico 
de la discapacidad. Tampoco las bases de las convocatorias se refieren de forma específica al alcance de 
los datos personales que han de ser objeto de publicidad en cada una de las fases del proceso selectivo.

Por estos motivos hemos formulado Recomendación a las Administraciones afectadas para que la 
publicidad del dato personal relativo a la discapacidad de las personas participantes en los mismos se 
realice con la menor injerencia posible.

También hemos analizado de forma específica la gestión de la Bolsa de Empleo Temporal del Servicio 
Andaluz de Salud, en relación con aplicación de la cuota de reserva a favor de personas con discapacidad.

Hemos podido constatar que los criterios o indicadores para la aplicación del cupo ni se concretan en 
la normativa de referencia (en la Resolución del SAS reguladora de la Bolsa Única) ni se expresan en la 
página web del SAS en la que se publicita todo lo relativo a dicha bolsa para cada una de las categorías o 
especialidades, circunstancia que favorece su opacidad y que, en la medida que afectan y determinan el 
acceso al empleo público, deben ser objeto de publicidad y transparencia, ya en la propia regulación de 
la referida bolsa, ya en la propia página web del SAS, por lo que hemos remitido Recomendación a la 
Dirección General de Profesionales del SAS, que fue aceptada favorablemente por el citado organismo.

Finalmente aludimos a otra queja en la que hemos podido constatar el estado de situación de las bolsas 
de empleo existentes en el ámbito público de la Junta de Andalucía así como conocer los instrumentos, 
procedimientos y criterios establecidos en orden a favorecer el empleo público temporal por parte de las 
personas discapacitadas integradas en las mismas.

Con carácter general hemos observado que los distintos gestores de las bolsas de empleo respetan la cuota 
de reserva de discapacidad establecidas en las distintas normas reguladoras de las mismas, a excepción 
de la bolsa relativa al personal docente dependiente de la Administración educativa, por lo que hemos 
remitido una  Sugerencia, a la Dirección General de Profesorado y Gestión de Recursos Humanos, que 
ha sido aceptada, para que se valorara la legalidad y oportunidad de establecer un sistema de reserva de 
plazas de personal docente interino en favor de las personas con discapacidad.

1.3.2.2.9 Menores y educación
Durante el año 2016 se ha tramitado un total de 65 expedientes de queja relacionados con la discapacidad. 
Es necesario señalar que de todos ellos, 63 tienen como protagonistas a los alumnos con necesidades 
específicas de apoyo educativo debido a sus condiciones personales.

La escasez o ausencia de medios personales y materiales para la debida atención educativa de estos 
alumnos es denunciada por la familia ante la Institución, alegando en muchas ocasiones situación de 
exclusión escolar, que representa la antesala de una exclusión social. Y es que la educación inclusiva es un 
derecho para cuya garantía son necesarios diferentes mecanismos de intervención. Se precisa para que 
esa inclusión sea real dotar a los centros escolares de los recursos tanto materiales como personales que 
atiendan las necesidades específicas de cada uno de ellos.

Sin embargo, en los últimos años, debido a los recortes presupuestarios este derecho está siendo mermado, 
con la falta de dotaciones en las aulas, de materiales y de personal, especialmente del personal técnico de 
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integración social -antiguos monitores de educación especial-, profesionales que juegan un juegan un papel 
fundamental en esa inclusión escolar. Sin embargo, las reclamaciones ponen de manifiesto la inexistencia 
de estos profesionales en determinados centros, o cuando existen, no siempre son contratados a jornada 
completa, lo que ocasiona evidentes perjuicios al alumnado y distorsiones en el desarrollo de la dinámica 
del centro escolar.

Por otro lado, los alumnos con graves patologías físicas encuentran serias dificultades para poder asistir 
al centro educativo. Es el caso del alumnado con ventilación mecánica, el cual precisa de unos cuidados y 
atenciones sanitarios que no pueden ser proporcionados por el personal docente ni por el personal técnico 
de integración social. Para la debida inclusión de estos alumnos y alumnas es necesario una coordinación 
entre la Administración educativa, sanitaria y las familias. Para poner en práctica esta coordinación, desde 
la Defensoría se han realizado labores de mediación (queja 16/0662 y queja 16/0664).

El alumnado con altas capacidades intelectuales presenta unas características diferenciales asociadas a sus 
capacidades personales, su ritmo y profundidad del aprendizaje, su motivación y grado de compromiso con 
sus tareas, sus intereses o su creatividad. De este modo, las recomendaciones que los expertos realizan 
para estos alumnos y alumnas van dirigidas siempre hacia una atención educativa en el marco ordinario, 
orientada a la estimulación de su desarrollo cognitivo, y a un desarrollo equilibrado de sus capacidades 
emocionales y sociales. Ahora bien, a juicio de esta Institución, el hecho de que este tipo de alumnado 
deba realizar su proceso educativo en un proceso de normalización conforme a los principios y proclamas 
señalados anteriormente, no significa que el mismo no requiera de una respuesta diferencia y específica 
de aquella que se ofrece al resto de los alumnos para alcanzar el éxito escolar.

Teniendo en cuenta lo anterior, hemos demandado de la Administración educativa que se permita hacer 
uso de la reserva de plaza para el alumnado con necesidades específicas de apoyo educativo al 
alumnado con altas capacidades intelectuales, siempre que los recursos o programas de que dispongan 
esos centros educativos hayan sido recomendados por los profesionales de los Equipos de Orientación 
Educativa o por los Departamentos de Orientación Educativa. Esta recomendación ha sido aceptada por 
la Consejería de Educación (queja 15/1549).

Son escasos los parques infantiles adaptados para niños con discapacidad, y en aquellos en los que si 
cuentan con atracciones lúdicas para estos menores, se pueden llegar a producir incidentes si las mismas 
no son utilizadas debidamente. Por ello es necesario que estos recintos dispongan de información gráfica 
que ilustre sobre sus condiciones de utilización, en especial sobre su habilitación para el uso de niños 
con silla de ruedas. Una información que permitirá a las personas adultas responsables de los menores 
sobre los cuidados y prevenciones que habrán de adoptar al hacer un uso responsable de las atracciones 
habilitadas para su disfrute (queja 16/0356).

También hemos recibido una queja denunciando que su discapacidad ha impedido a una menor participar 
en un campamento de verano organizado por un Ayuntamiento al no disponer de personal que pudiera 
ayudarla. En el momento de su inscripción en la actividad, los padres fueron informados de que era difícil 
su ingreso porque al tener la niña una discapacidad tendrían que contratar a una monitora especial. Esta 
argumentación ha sido negada por los responsables de la corporación municipal que señalan que todos 
los menores con alguna diversidad funcional son atendidos expresamente por una persona responsable 
(queja 16/6252).

1.3.2.3 Personas Mayores
1.3.2.3.1 Personas mayores en Andalucía
La mayoría de las quejas presentadas por estas personas ante el Defensor del Pueblo Andaluz en el ámbito 
de la atención social hacen referencia a diversos problemas relacionados con el Sistema de Autonomía 
Personal y Atención a la Dependencia, puesto que se trata del grupo de edad más afectado por situaciones 
de dependencia. De hecho, un 55% de los beneficiarios de la Ley de Dependencia tienen 80 o más 
años y casi siete de cada diez, son mujeres. Entre los 65 y 79 años está el 18%, y el resto, un 27% son más 
jóvenes. Nos remitimos al correspondiente epígrafe de este Capítulo, a fin de no reiterar lo allí expuesto.
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